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SOBRE:   

ART. 5.04 
ART. 5.15 

ART. 122 

 
   

Panel integrado por su presidente, el Juez Ramírez Nazario, la 
Jueza Colom García y el Juez Candelaria Rosa 
 

 
SENTENCIA 

 
En San Juan, Puerto Rico, a 29 de agosto de 2017. 

  

El Sr. Irving Espinal Rivera [Espinal Rivera], por derecho 

propio y quien se encuentra confinado en una institución de 

Mayagüez, el 6 de julio de 2017 presentó a este Tribunal de 

Apelaciones un escrito de queja contra la Jueza Marta M. Rosario 

Santana, la fiscal Yolanda Pitino Acevedo y la Lic. Dalimil Cruz 

Rodríguez, quien fue su abogada de defensa.   

Alegó que su representante legal suscribió un pre-acuerdo 

con el ministerio público que fue ratificado por la jueza, en el que 

la abogada solicitó las siguientes penas, a cumplirse de forma 

concurrente: 

Artículo 5.04 de la Ley de Armas- 10 años (caso 
CLA2012G0166)1 

                                                 
1 Ley de Armas de Puerto Rico, Núm. 404 -2000, según enmendada.  Artículo 

5.04. — Portación y Uso de Armas de Fuego sin licencia. (25 LPRA sec. 458c) 

Toda persona que transporte cualquier arma de fuego o parte de ésta, sin tener 

una licencia de armas, o porte cualquier arma de fuego sin tener su 

correspondiente permiso para portar armas, incurrirá en delito grave y convicta 

que fuere, será sancionada con pena de reclusión por un término fijo de diez 

(10) años, sin derecho a sentencia suspendida, a salir en libertad bajo palabra, 

o a disfrutar de los beneficios de algún programa de desvío, bonificaciones o 

alternativa a la reclusión reconocida en esta jurisdicción, debiendo cumplir en 

años naturales la totalidad de la pena impuesta. De mediar circunstancias 

agravantes, la pena fija establecida podrá ser aumentada hasta un máximo 
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Artículo 5.15 de la Ley de Armas- 2 años (caso 
CLA2012G0162)2 

 
Artículo 122 del Código Penal- 1 año (caso CIC2012G0007)  

 
Indicó que las penas por el Artículo 5.04 y 5.15 de la Ley de 

Armas son las mínimas con agravantes y estas solo se aplican 

cuando el acusado es declarado culpable ante un juicio por jurado 

y se ha solicitado la pena con agravantes.  Adujo que la jueza, el 

ministerio público y la abogada de defensa carecen de potestad 

para aplicar agravantes a su pena, siendo el acuerdo ilegal.  Alegó 

que las abogadas incurrieron en violaciones al Código de Ética 

Profesional y la jueza, en violación a los Cánones de Ética Judicial, 

por lo que solicitó se declare con lugar la queja contra estas y sean 

desaforadas.   

Previo a presentar el recurso ante este foro apelativo, 

Espinal Rivera acudió al Tribunal Supremo.  En carta del 23 de 

mayo de 2017, la subsecretaria del Tribunal Supremo, Sonya 

Isabel Ramos Zeno, le informó al querellante que “el 

procedimiento de quejas contra abogados no es el mecanismo 

correcto para solicitar revisión de un proceso criminal ni de una 

sentencia impuesta por el Tribunal”.  Le informó además, que de 

sentirse inconforme con el proceso judicial debía solicitar revisión 

ante los foros judiciales correspondientes.  Esto es, “debe recurrir 

ante el Tribunal de Apelaciones y luego el Tribunal Supremo para 

                                                 
de veinte (20) años; de mediar circunstancias atenuantes, podrá ser reducida 

hasta un mínimo de cinco (5) años 
2Artículo 5.15. — Disparar o Apuntar Armas. (25 LPRA sec. 458n) (A) Incurrirá 

en delito grave toda persona que, salvo en casos de defensa propia o de 

terceros o de actuaciones en el desempeño de funciones oficiales o de 

actividades legítimas de deportes, incluida la caza, o del ejercicio de la práctica 

de tiro en un club de tiro autorizado: (1) voluntariamente dispare cualquier 

arma en un sitio público o en cualquier otro sitio, aunque no le cause daño a 

persona alguna, o (2) intencionalmente, aunque sin malicia, apunte hacia 

alguna persona con un arma, aunque no le cause daño a persona alguna. La 

pena de reclusión por la comisión de los delitos descritos en los incisos (1) y 

(2) anteriores, será por un término fijo de cinco (5) años. De mediar 

circunstancias agravantes, la pena establecida podrá ser aumentada hasta un 

máximo de diez (10) años; de mediar circunstancias atenuantes, podrá ser 

reducida hasta un mínimo de un (1) año. 
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que revisen la sentencia y el proceso criminal llevado a cabo en 

su contra”. 

Espinal Rivera no incluyó en su escrito ningún documento 

para sustentar sus alegaciones.  Revisamos en el portal 

electrónico de la Rama Judicial y de este surge que las sentencias 

a las que hace referencia en los casos de Ley de Armas fueron 

dictadas el 14 de junio de 2012, hace más de cinco años. 

Presentado el recurso ante nos, para lograr el más eficiente 

despacho del asunto, prescindimos de solicitar ulteriores escritos 

no jurisdiccionales a tenor con la regla 7 (B) (5) del Reglamento 

del Tribunal de Apelaciones 4 LPRA Ap. XXII-B   Veamos. 

EXPOSICIÓN Y ANÁLISIS 

 

El Tribunal de Apelaciones es uno intermedio entre el 

Tribunal Supremo y los Tribunales de Primera Instancia.   Se trata 

de un tribunal de récord que desempeñará aquellas funciones 

establecidas por ley.  Art. 4.001 de la Ley de la Judicatura, 4 LPRA 

sec. 24t.  Nuestra función como Tribunal de Apelaciones es 

proveer a los ciudadanos un foro apelativo mediante el cual un 

panel de no menos de tres (3) jueces revisará, como cuestión de 

derecho las sentencias finales del Tribunal de Primera Instancia, 

así como las decisiones finales de los organismos y agencias 

administrativas y de forma discrecional cualquier otra resolución 

u orden dictada por el Tribunal de Primera Instancia. Art. 4.002 

de la Ley de la Judicatura del Estado Libre Asociado de Puerto 

Rico, Ley Núm. 201-2003, según enmendada, 4 LPRA sec. 24u.  

Conforme el Art. 4.006 de la Ley de la Judicatura, este tiene 

competencia para atender los siguientes asuntos, a saber:    

(a) Mediante recurso de apelación de toda sentencia 
final dictada por el Tribunal de Primera Instancia.      
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(b) Mediante auto de Certiorari expedido a su 

discreción, de cualquier resolución u orden dictada por 
el Tribunal de Primera Instancia.      

(c) Mediante recurso de Revisión Judicial, que se 

acogerá como cuestión de derecho, de las decisiones, 
órdenes y resoluciones finales de organismos y 
agencias administrativas.      

(d) Cualquier panel del Tribunal de Apelaciones podrá 
expedir autos de Habeas Corpus y de Mandamus.      

(e) Cualquier otro asunto determinado por ley 
especial.    

 4 LPRA sec. 24 (y) 

 
De otro lado, nuestro ordenamiento provee para la 

corrección de sentencias en casos criminales y el proceso 

pertinente lo regula la Regla 185 de Procedimiento Criminal, que 

establece:                                                                                       

Regla 185. Corrección o modificación de la sentencia  
   

a) Sentencia ilegal; redacción de la sentencia.— El 
tribunal sentenciador podrá corregir una sentencia ilegal 

en cualquier momento. Asimismo, podrá, por causa 
justificada y en bien de la justicia, rebajar una sentencia 

dentro de los noventa (90) días de haber sido dictada, 
siempre que la misma no estuviere pendiente en 

apelación, o dentro de los sesenta (60) días después de 
haberse recibido el mandato confirmando la sentencia o 

desestimando la apelación o de haberse recibido una 
orden denegando una solicitud de certiorari.  

 […]   

34 LPRA Ap. II.  
 

El proceso provisto por esta disposición constituye el 

mecanismo adecuado para corregir o modificar la pena impuesta 

cuando la sentencia es ilegal, tiene errores de forma, se ha 

impuesto un castigo distinto al que había sido establecido o 

cuando por razones justicieras se amerita que se reduzca la pena 

impuesta.  Pueblo v. Silva Colón, 184 DPR 759 (2012); Pueblo v. 

Martínez Lugo, 150 DPR 238, 245 (2000).  De esta manera, la 

Regla 185 permite rebajar una sentencia legalmente válida- que 

es aquella que se dicta dentro de las facultades y los poderes del 

tribunal sentenciador. Pueblo v. Silva Colón, supra.  En estos 

casos, la citada regla permite la reducción de la sentencia, pero 

para ello debe presentarse una solicitud dentro de un término de 
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noventa días de haberse dictado o dentro de sesenta días después 

de haberse recibido el mandato confirmando la sentencia o 

desestimando la apelación o de haberse recibido una orden 

denegando una solicitud de certiorari.  Pueblo v. Silva Colón, 

supra.  Cuando de sentencias ilegales se trata, la Regla no 

establece límite de tiempo para utilizarla; es decir, 

independientemente del plazo transcurrido, la parte 

perjudicada por una sentencia ilegal podrá solicitar su 

corrección en cualquier momento. Pueblo v. Martínez Lugo, 

supra (énfasis nuestro).  Ahora bien, la corrección de una 

sentencia ilegal o nula, le corresponde específicamente al 

"tribunal sentenciador.” Pueblo v. Bigio Pastrana, 116 DPR 748, 

762 (1985)(énfasis nuestro).  Por tanto, es ante dicho foro que el 

peticionario debe hacer sus planteamientos. Id.   

Sabido es que las normas sobre el perfeccionamiento de los 

recursos ante el Tribunal de Apelaciones deben observarse 

rigurosamente.  Ello implica el cumplimiento con las disposiciones 

del Reglamento del Tribunal de Apelaciones. Lugo Rodríguez v. 

Suárez, 165 DPR 729, 737 (2005).  El incumplimiento con estas 

podría acarrear la desestimación. Pueblo v. Rivera Toro, 173 DPR 

137, 145 (2008).  El Tribunal Supremo de Puerto Rico ha resuelto 

que el hecho de que las partes comparezcan por derecho propio, 

por sí solo, no justifica su incumplimiento con las reglas 

procesales. Febles v. Romar Pool Construction, 159 DPR 714, 722 

(2003).  Así las cosas, procede la desestimación de un recurso 

cuando el incumplimiento del promovente con las reglas 

procesales aplicables haya provocado un "impedimento real y 

meritorio para que el tribunal pueda atender el caso en los 

méritos". Pueblo v. Rivera Toro, supra, en la pág. 146, citando a 
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Román Velázquez v. Román Hernández, 158 DPR 163, 167-168 

(2002).   

A la luz de la normativa que aquí hemos expuesto, 

evaluamos. 

En el presente recurso, Espinal Rivera nos presenta una 

querella en la que expresa su inconformidad con el desempeño de 

la abogada de defensa que le representó, la fiscal y la Jueza del 

Tribunal de Primera Instancia que atendió su caso.  Solicitó que 

estas fuesen desaforadas por la acción seguida en su causa 

criminal, en la que se le impuso una sentencia “agravada” en los 

delitos de los artículos 5.04 y 5.15 de la Ley de Armas.   

Somos un foro apelativo, con competencia limitada para 

revisar como cuestión de derecho las sentencias finales del 

Tribunal de Primera Instancia, las decisiones finales de los 

organismos y agencias administrativas y de forma discrecional 

cualquier otra resolución u orden dictada por el Tribunal de 

Primera Instancia, autos de Habeas Corpus, Mandamus y 

cualquier otro asunto determinado por ley especial.  Véase Arts. 

4.002 y 4.006 de la Ley de la Judicatura, supra.  Según trasciende 

del escrito, el recurso instado no se trata de la revisión de ninguno 

de estos asuntos sobre la cual este foro pudiese intervenir.    La 

petición de Espinal Rivera es para que se tome acción disciplinaria 

contra dos abogadas y una jueza, asuntos que no están 

contenidos en el ámbito de nuestra competencia, lo que  a su vez 

nos priva de jurisdicción para atender su reclamo.  

Ahora bien, si el señor Espinal Rivera interesa una corrección 

o modificación en su sentencia al amparo de la Regla 185 de 

Procedimiento Criminal el foro adecuado para ventilar el asunto es 

el Tribunal de Primera Instancia.  Por tal razón, es en ese foro que 

el señor Espinal Rivera debe presentar su solicitud.  No surge del 
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expediente ni de las alegaciones, que Espinal Rivera hubiese 

cuestionado la corrección de la sentencia ante dicho foro, antes 

de acudir ante nos.  Tampoco obra una resolución del Tribunal 

atendiendo ese asunto, la cual tengamos que revisar.  

De otro lado, el presente escrito no incluye apéndices con la 

sentencia del TPI, con el acuerdo aquí mencionado, ni 

señalamientos de error del Tribunal de Primera Instancia, lo que 

también incumple sustancialmente con los criterios para el 

perfeccionamiento de cualquiera de los recursos sobre los cuales 

tenemos competencia.  Consecuentemente, el recurso no está 

adecuadamente perfeccionado conforme a derecho, lo que 

también nos impide ejercer nuestra jurisdicción. 

DICTAMEN 

Por los fundamentos señalados, y por disposición de la Regla 

83 (C) del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. 

XXII-B, R.83 (C), se desestima el presente recurso.   

Disponemos que el Secretario del Departamento de 

Corrección y Rehabilitación deberá entregar copia de esta 

sentencia al recurrente, en cualquier institución correccional 

donde este se encuentre. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

  

 
Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones  


